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			Presentación

			Este volumen recoge los 10 temas de índole jurídica y normativa que componen el Temario Común obligatorio para cualquier categoría del SAS, son válidos para Personal Sanitario y No Sanitario. El contenido está basado en el último programa oficial del BOJA para ofrecerte un manual limpio, estructurado y actualizado, pensado para optimizar cada minuto de tu estudio.

			Ediciones Rodio pone a tu disposición una amplia variedad de materiales de preparación para las distintas categorías profesionales del Servicio Andaluz de Salud, con el objetivo de acompañarte durante todo el proceso de estudio y ayudarte a afrontar las pruebas selectivas con las mayores garantías.

			Nos impulsa la convicción de haberte proporcionado una herramienta de estudio útil y eficaz que contribuya a alcanzar tu objetivo.

		

		

		
			Tema 1	11

			La Constitución Española de 1978. Valores superiores y principios inspiradores. Estudio particular de los derechos y deberes fundamentales, y de la regulación constitucional de la Jefatura del Estado y de los Poderes Públicos. Estudio particular del derecho a la protección de la salud

			Tema 2	67

			Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía: Título Preliminar; Título I (derechos sociales, deberes y políticas públicas); Título II (competencias de la Comunidad Autónoma en materia de salud, sanidad y farmacia); y Título IV (organización institucional de la Comunidad Autónoma)

			Tema 3	105

			Organización sanitaria (I). Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad: principios generales del sistema de salud; competencias de las Administraciones Públicas; estructura del sistema sanitario público. La organización general del sistema sanitario público de Andalucía (SSPA). Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía: objeto, principios y alcance; derechos y deberes de los ciudadanos. El Plan Andaluz de Salud. Conocimiento general de los Planes marco y Estrategias vigentes de la Consejería competente en materia de Salud y del Servicio Andaluz de Salud. El Contrato Programa

			Tema 4	185

			Organización sanitaria (II). Estructura, organización y competencias de la Consejería competente en materia de salud y del Servicio Andaluz de Salud. Asistencia sanitaria pública en Andalucía: la estructura, organización y funcionamiento de los servicios de Atención Primaria; la organización de los Hospitales y de la Atención Especializada; y las Áreas de Gestión Sanitarias. Áreas de organización especial: Salud Mental; Trasplantes; Urgencias; Red Andaluza de Medicina Transfusional, Tejidos y Células; Biobanco del SSPA

			

			Tema 5	275

			Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales: disposiciones generales; principios de protección de datos; derechos de las personas. Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía: principios básicos; derechos y obligaciones; la publicidad activa; el derecho de acceso a la información pública; el fomento de la transparencia

			Tema 6	329

			Prevención de riesgos laborales. Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales: derechos y obligaciones; consulta y participación de los trabajadores. Organización de la prevención de riesgos laborales en el Servicio Andaluz de Salud: las Unidades de Prevención en los Centros Asistenciales del Servicio Andaluz de Salud

			Tema 7	357

			Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía: objeto; ámbito de aplicación; principios generales; políticas públicas para la promoción de la igualdad de género. Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género: objeto; ámbito de aplicación; principios rectores; formación a profesionales de la salud. El Plan de Igualdad de la Administración General de la Junta de Andalucía

			Tema 8	383

			Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud: clasificación del personal estatutario; derechos y deberes; adquisición y pérdida de la condición de personal estatutario fijo; provisión de plazas, selección y promoción interna; movilidad del personal; carrera profesional; retribuciones; jornadas de trabajo, permisos y licencias; situaciones del personal estatutario; régimen disciplinario; incompatibilidades; representación, participación y negociación colectiva

			Tema 9	451

			Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica: principios generales; el derecho de información sanitaria; derecho a la intimidad; el respeto de la autonomía del paciente y el consentimiento informado; la historia clínica; el informe de alta y otra documentación clínica. La tarjeta sanitaria de Andalucía

			

			Tema 10	481

			Las tecnologías de la información y comunicaciones en el Servicio Andaluz de Salud. Los sistemas de información corporativos. El puesto de trabajo digital. Ayuda Digital. Ciberseguridad. El Código de Conducta en el uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación para profesionales públicos de la Administración de la Junta de Andalucía

		

		
			
			

		

	
		

		
			Tema 1

			LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978: VALORES SUPERIORES Y PRINCIPIOS INSPIRADORES. ESTUDIO PARTICULAR DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES, Y DE LA REGULACIÓN CONTITUCIONAL DE LA JEFATURA DEL ESTADO Y DE LOS PODERES PÚBLICOS. ESTUDIO PARTICULAR DEL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD
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			1. INTRODUCCIÓN

			La Constitución Española (CE) es la norma suprema del ordenamiento jurídico de España que entró en vigor y fue publicada en el BOE el 29 de diciembre de 1978.

			La Constitución Española en su estructura se compone de un PREÁMBULO, seguido de un total de 169 artículos repartidos entre un título preliminar y diez títulos numerados, Además, cuenta con cuatro disposiciones adicionales, nueve transitorias, una derogatoria y una disposición final.

			•Fecha de aprobación: 31 de octubre de 1978 (Plenos Congreso y Senado)

			•Ratificada en Referéndum: 6 de diciembre 1978.

			•Sancionada y promulgada por el Rey: 27 de diciembre 1978.

			•Entrada en vigor y se publicó en el BOE: ٢٩ de diciembre ١٩٧٨.

			•A lo largo de su vigencia, ha habido ٤ reformas:

			-En 1992, que consistió en añadir el inciso “y pasivo” en el artículo 13.2 referido al derecho de sufragio en las elecciones municipales

			-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera que padecemos.

			-En 2024, que consistió en la nueva redacción del artículo 49, para la protección y promoción de los derechos de las personas con discapacidad en España.

			-2026, artículo 69.3: Reforma del artículo 69.3 de la Constitución Española, de 19 de mayo de 2026, publicada en el BOE de 20 de mayo de 2026, modificó la regulación constitucional de las circunscripciones electorales insulares para la elección de senadores, estableciendo circunscripciones diferenciadas para las islas de Ibiza y Formentera. La eficacia de la creación de estas nuevas circunscripciones queda pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se celebren tras la entrada en vigor de la reforma.

			CONTENIDO DE LA CONSTITUCIÓN:

			PREÁMBULO

			TÍTULO PRELIMINAR (9 artículos)

			TÍTULO I. De los Derechos y Deberes Fundamentales (Artículos 10 a 55)

				Artículo 10

			

				CAPÍTULO PRIMERO. DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

				Artículos 11 a 13

				CAPÍTULO II.  DERECHOS Y LIBERTADES

				Artículo 14

					SECCIÓN 1. De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

					Artículos 15 a 29

					SECCIÓN 2. De los derechos y deberes de los ciudadanos

					Artículos 30 a 38

				CAPÍTULO III.  DE LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y ECONÓMICA

				Artículos 39 a 52

				CAPÍTULO IV.  DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

				Artículos 53 y 54

				CAPÍTULO V.  DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

				Artículo 55

			TÍTULO II.  De la Corona Artículos 56 a 65

			TÍTULO III.  De las Cortes Generales Artículos 66 a 96

			TÍTULO IV.  Del Gobierno y de la Administración Artículos 97 a 107

			TÍTULO V.  De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales Artículos 108 a 116

			TÍTULO VI.  Del Poder Judicial Artículos 117 a 127

			TÍTULO VII. Economía y Hacienda Artículos 128 a 136

			TÍTULO VIII.  De la organización territorial del Estado Artículos 137 a 158

			TÍTULO IX.  Del Tribunal Constitucional Artículos 159 a 165

			TÍTULO X. De la reforma constitucional Artículos 166 a 169

			DISPOSICIONES ADICIONALES (4)

			DISPOSICIONES TRANSITORIAS (9)

			DISPOSICIONES DEROGATORIAS (1)

			DISPOSICIONES FINALES (1)

			

			2. VALORES SUPERIORES Y PRINCIPIOS INSPIRADORES

			EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO

			PREÁMBULO

			La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de:

			•Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme a un orden económico y social justo.

			•Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular.

			•Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.

			•Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de vida. Establecer una sociedad democrática avanzada, y Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra.

			VALORES SUPERIORES Y PRINCIPIOS INSPIRADORES

			Según el Título Preliminar en su ARTÍCULO 1: 

			1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. 

			2.La soberanía nacional reside en el pueblo español del que emanan los poderes del Estado. 

			3.La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. 

			El artículo 1 de la Constitución Española hace referencia a ciertos aspectos de España como que se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que la soberanía nacional reside en el pueblo y que la forma política es la Monarquía parlamentaria.

			

			ARTÍCULO 2.

			La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.

			ARTÍCULO 3.

			1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.

			2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.

			3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección.

			ARTÍCULO 4.

			1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.

			2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

			ARTÍCULO 5.

			La capital del Estado es la villa de Madrid.

			ARTÍCULO 6.

			Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

			

			ARTÍCULO 7.

			Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

			ARTÍCULO 8.

			1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional.

			2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente Constitución.

			ARTÍCULO 9.

			1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

			2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

			3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

			Nuestra Constitución pretende que los españoles tengamos un estado, no sólo sometido al Derecho y, respetuoso de las libertades de los ciudadanos, sino también que actúe positivamente a favor de éstos, proporcionándoles bienes y servicios y contribuyendo a una mejor distribución de la riqueza de la sociedad.

			Este artículo establece que los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. Además, hace referencia al principio de legalidad, a la jerarquía normativa y al principio de irretroactividad.

			

			3. ESTUDIO PARTICULAR ESTUDIO PARTICULAR DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES, Y DE LA REGULACIÓN CONSTITUCIONAL DE LA JEFATURA DEL ESTADO Y DE LOS PODERES PÚBLICOS

			3.1. TÍTULO I: DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

			ARTÍCULO 10.

			1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social.

			2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

			CAPITULO PRIMERO

			De los españoles y los extranjeros

			ARTÍCULO 11.

			1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

			2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

			3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.

			ARTÍCULO 12.

			Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

			

			ARTÍCULO 13.

			1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.

			2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. (Este apartado se modificó en la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403): 

			Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

			3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.

			4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España.

			CAPITULO SEGUNDO

			Derechos y libertades

			ARTÍCULO 14.

			Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

			SECCIÓN 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

			ARTÍCULO 15.

			Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

			

			ARTÍCULO 16.

			1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley.

			2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

			3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.

			ARTÍCULO 17.

			1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

			2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

			3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

			4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión  provisional.

			En el cuarto punto se desarrolla el concepto de habeas corpus, un derecho constitucional que protege al ciudadano ante cualquier arresto o detención ilegal. De esta manera, un policía solo podrá llevar a cabo una detención si cuenta con un motivo legal justificado.

			Este derecho se encuentra recogido en el cuarto punto del artículo 17 de la Constitución Española, y se desarrolla a través de la Ley Orgánica 6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento de Habeas Corpus.

			

			Cuando a un ciudadano se le detiene queda restringido, sobre todo, su derecho a la libertad. Entendiendo por libertad, libertad para moverse libremente y para llevar a cabo cualquier acto o actividad que la ley no prohíba.

			Por ello las detenciones que realiza la Policía, Guardia Civil o cualquier otro cuerpo deben realizarse dentro de la legalidad que marcan la Constitución y las leyes.

			El habeas corpus es un mecanismo de defensa contra las detenciones ilegales. La libertad es un derecho fundamental que viene recogido en nuestra Constitución y por ello, se prevén mecanismos para protegerla. Esta herramienta jurídica faculta a cualquier detenido para comparecer de manera inmediata ante el juez a fin de determinar la legalidad del arresto.

			El habeas corpus viene regulado en la Ley Orgánica 6/1984 de 24 de mayo. Es una ley muy concisa de tan solo 9 artículos.

			ARTÍCULO 18.

			١. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

			٢. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

			٣. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.

			٤. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

			El artículo 18 de la Constitución Española hace referencia a ciertos derechos fundamentales como son:

			–  El derecho al honor

			–  El derecho a la intimidad personal y familiar

			–  El derecho a la propia imagen

			Además, hace referencia a la inviolabilidad del domicilio. Por otro lado, en el apartado cuarto se hace referencia a la limitación del uso de la informática lo que se relaciona directamente con el derecho al olvido en el entorno de Internet.

			En el artículo 55 de la Constitución se indican ciertos supuestos en los que los derechos establecidos en los apartados 2 y 3 de este artículo pueden ser suspendidos.

			

			DERECHO AL HONOR

			La fundamentación legal del derecho al honor aparece en la Constitución Española, Capítulo Segundo (Derechos y libertades), Sección 1ª (De los derechos fundamentales y de las libertades públicas), artículo 18.1:

			Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

			¿Cómo se define el derecho al honor?

			El Diccionario Panhispánico del Español Jurídico define el derecho al honor como derecho a actuar administrativa o judicialmente contra quien profiera expresiones o imputaciones de hechos falsos que hagan desmerecer la consideración social e individual de una persona.

			¿Qué garantiza el derecho al honor? (Artículo 2 Ley Orgánica 1/1982)

			Este derecho fundamental garantiza la protección al honor, a la propia imagen y a la intimidad personal y familiar. El desarrollo de su contenido se encuentra en la Ley Orgánica ١/١٩٨٢, de ٥ de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad familiar y a la propia imagen:

			1.La protección civil del honor, de la intimidad y de la propia imagen quedará delimitada por las leyes y por los usos sociales atendiendo al ámbito que, por sus propios actos, mantenga cada persona reservada para sí misma o su familia.

			2.No se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando estuviere expresamente autorizada por Ley o cuando el titular del derecho hubiere otorgado al efecto su consentimiento expreso o, por imperativo del artículo 71 de la Constitución, cuando se trate de opiniones manifestadas por Diputados o Senadores en el ejercicio de sus funciones. Iniciado un proceso civil en aplicación de la presente Ley, no podrá seguirse contra un Diputado o Senador sin la previa autorización del Congreso de los Diputados o del Senado.

			La previa autorización será tramitada por el procedimiento previsto para los suplicatorios.

			3.El consentimiento a que se refiere el párrafo anterior será revocable en cualquier momento, pero habrán de indemnizarse en su caso, los daños y perjuicios causados, incluyendo en ellos las expectativas justificadas.

			

			¿Cómo se protege el derecho al honor?

			Los ataques a este derecho pueden llegar a ser constitutivos de delito, tal y como considera el Código Penal. Por ello, en el Título XI (Delitos contra el honor) de este cuerpo legal, se encuentra el entramado legal a tener en cuenta ante una violación del derecho al honor.

			¿Qué delitos contra el honor son punibles?

			١. Delitos de calumnia

			Es calumnia la imputación de un delito hecha con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad. (Artículo ٢٠٥ del Código Penal)

			Las calumnias serán castigadas con las penas de prisión de seis meses a dos años o multa de doce a ٢٤ meses, si se propagaran con publicidad y, en otro caso, con multa de seis a ١٢ meses. (Artículo ٢٠٦ del Código Penal)

			El acusado por delito de calumnia quedará exento de toda pena probando el hecho criminal que hubiere imputado. (Artículo ٢٠٧ del Código Penal)

			٢. Delitos de injuria

			Es injuria la acción o expresión que lesionan la dignidad de otra persona, menoscabando su fama o atentando contra su propia estimación. (Artículo ٢٠٨ del Código Penal)

			Solamente serán constitutivas de delito las injurias que, por su naturaleza, efectos y circunstancias, sean tenidas en el concepto público por graves, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ٤ del artículo ١٧٣.

			Las injurias que consistan en la imputación de hechos no se considerarán graves, salvo cuando se hayan llevado a cabo con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la verdad.

			Las injurias graves hechas con publicidad se castigarán con la pena de multa de seis a catorce meses y, en otro caso, con la de tres a siete meses. (Artículo ٢٠٩ del Código Penal)

			El acusado de injuria quedará exento de responsabilidad probando la verdad de las imputaciones cuando estas se dirijan contra funcionarios públicos sobre hechos concernientes al ejercicio de sus cargos o referidos a la comisión de infracciones administrativas. (Artículo ٢١٠ del Código Penal)

			El conflicto entre el derecho al honor y la libertad de expresión

			En ocasiones dos derechos fundamentales como son el del derecho al honor y el de la libertad de expresión pueden entrar en conflicto, ya que no hay un derecho que prime sobre el otro.

			

			Cuando dos derechos fundamentales entran en conflicto debe resolverse en cada caso cuál de los dos tiene prevalencia, en función de la situación concreta, el contexto y los intereses en juego. Es decir, puede haber ocasiones en las que se determine que la libertad de expresión prevalece sobre el derecho al honor, y ocasiones en las que se determine lo contrario, en base a las circunstancias concretas de cada caso.

			DERECHO A LA INTIMIDAD

			El derecho a la intimidad constituye uno de los derechos fundamentales que forma parte de los bienes de la personalidad contemplados por la Constitución y el Código Penal.

			Este derecho garantiza el libre desenvolvimiento de la vida privada individual de cada persona, sin intromisiones de terceros. Pero también responde a la necesidad que tiene todo individuo a tener un círculo propio de relaciones, el cual no ha de ser entorpecido por la injerencia de alguien más.

			¿Cómo se define el derecho a la intimidad?

			El Diccionario del Panhispánico del Español Jurídico define el derecho a la intimidad, como el derecho que tiene todo individuo de disfrutar de un espacio propio y secreto para desarrollar una vida personal y familiar, plena y libre, descartado tanto del conocimiento como del entrometimiento de terceros.

			El mismo, deriva, sin duda, de la dignidad de la persona humana que reconoce el artículo ١٠.١ de la Constitución Española.

			Este derecho está orientado al pleno desenvolvimiento personal y familiar de toda persona natural, dado que a las personas jurídicas no se les reconoce este derecho.

			Antecedentes del derecho a la intimidad

			En un principio, el derecho a la intimidad solía entenderse como el derecho a la privacidad del propio domicilio, y al secreto de la correspondencia que conservaba cada individuo.

			En la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español, es posible apreciar que, en un primer momento, el derecho a la intimidad personal era concebido como el derecho del individuo a reclamar la no intromisión de terceros en la vida privada, puesto que se trataba de un derecho garantista.

			

			En una segunda fase, el derecho a la intimidad fue asumido como un bien jurídico en relación con la libertad de acción del individuo, con la facultad de actuación para tener control de la información sobre su persona y su familia en el ámbito público. De acuerdo a la Sentencia del Tribunal Constitucional ١٥.٠٧.١٩٩٩, “el derecho a la intimidad personal garantiza al individuo un poder jurídico sobre la información relacionada con su persona o su familia, pudiendo imponer a terceros su voluntad de no divulgar dicha información, prohibiendo su difusión no consentida”.

			¿Dónde se regula el derecho a la intimidad?

			El derecho a la intimidad está consagrado en la Constitución Española, específicamente en el Título ١ de los Derechos y deberes fundamentales, Capítulo Segundo (Derechos y libertades), Sección ١, artículo ١٨.١, donde se establece que: “Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen”.

			También viene reconocido en la Ley Orgánica ١/١٩٨٢, de ٥ de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

			¿Qué abarca el derecho a la intimidad?

			El derecho a la intimidad abarca los siguientes aspectos:

			١.	La intimidad personal y familiar, el honor y la propia imagen no pueden ser violentados por terceros.

			٢.	El domicilio es inviolable, por lo tanto, un tercero solo tendrá acceso al mismo por medio de la autorización de los inquilinos o por una orden judicial.

			٣.	La comunicación no puede ser interceptada por cualquier persona que así lo desee.

			Derecho a la intimidad y derecho a la propia imagen

			Con frecuencia, el concepto de intimidad aparece ligado con el derecho a la propia imagen, considerada esta como parte de la intimidad. No obstante, la jurisprudencia constitucional separa ambos conceptos como derechos autónomos y distintos, tal y como queda expreso en el artículo ١٨.١ CE.

			El derecho constitucional a la propia imagen implica que la persona tome decisiones respecto a su vida privada de forma libre, sin que terceros interfieran en dichas decisiones. En otras palabras, aquella persona que grabe, transmita o difunda la propia imagen de otra persona, con la finalidad de perjudicarla, por cualquier medio, incluyendo los digitales, estará atentando contra este derecho fundamental.

			

			Por tanto, se trata de un derecho que es independiente de la lesión a la vida íntima de las personas, y su propósito es el de salvaguardar en un espacio propio y reservado, pero no íntimo, los rasgos físicos de una persona ante el conocimiento y acción de los demás.

			¿En qué reglamento se protege el derecho a la intimidad personal?

			El Tribunal Supremo asume la definición de “intimidad” de manera amplia, por lo cual reconoce la existencia del espacio de la privacidad, cuya exclusión del conocimiento de otras personas constituye una facultad de todo individuo.

			En lo que respecta a delitos contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, el Código Penal actual (Título X del Libro II) castiga distintas conductas que atenten contra el derecho a la intimidad personal, con privación de libertad de entre ١ a ٥ años, en ocasiones, incluso pueden alcanzar ٧ años.

			Conductas penadas como delito contra la intimidad personal

			Los delitos contra la intimidad personal se reglamentan en el Título X “Delitos contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad de domicilio» del Código Penal, Capítulo I (del descubrimiento y revelación de secretos), artículos ١٩٧ a ٢٠١.

			•Quienes, con el propósito de descubrir los secretos o vulnerar la privacidad de otra persona, sin su consentimiento, se apropien de su documentación, correspondencia, mensajes de correo electrónico o cualquier otro documento personal, intercepte sus telecomunicaciones o hagan uso de artificios técnicos de transmisión, grabación o reproducción del sonido o de la imagen.

			•Aquellos que desvelen, difundan o den a terceros información, hechos descubiertos o imágenes captadas relacionadas con la documentación personal.

			•Al que, sin tener consentimiento, se adueñe y utilice, en perjuicio de un tercero, datos personales, privados, personales o familiares que se encuentren almacenados en ficheros o en soportes informáticos o electrónicos, o en cualquier otro tipo de archivo.

			

			DERECHO A LA PROPIA IMAGEN

			El derecho a la propia imagen es un derecho fundamental de la persona garantizado en la Constitución Española. Se trata de la facultad de reproducir la propia imagen y de impedir a un tercero la divulgación, reproducción o publicación sin autorización. En el caso de una intromisión ilegítima, quien accede sin autorización podrá ser sujeto a sanciones económicas y medidas para resarcir el daño ocasionado.

			Características del derecho a la propia imagen

			Es un derecho personalísimo que ostenta las siguientes características:

			•Inalienable: no se puede transmitir o ceder, en todo caso lo que se autoriza es el derecho a explotación de la imagen.

			•Irrenunciable: cualquier expresión de renuncia al derecho de propia imagen será considerado nulo.

			•Imprescriptible: por su carácter de derecho personal no puede perder validez o prescribir.

			¿Qué incluye la intromisión ilegítima al derecho a la propia imagen?

			Este derecho se establece en el artículo ١٨ de la Constitución Española.

			١. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. (Artículo ١٨.١ de la Constitución)

			Además, se desarrolla en la Ley Orgánica ١/١٩٨٢, de ٥ de mayo, donde se manifiesta su alcance:

			1.La captación, reproducción o publicación de la imagen de otra persona en situaciones privadas o no. Hace referencia a una representación gráfica que puede ser mediante fotografía, vídeo u otra tecnología.

			2.El uso de la imagen, nombre o voz de la persona, con una finalidad comercial, publicitaria o similar.

			En todos los supuestos que estamos viendo se entiende como intromisión, siempre que no exista una autorización previa de la persona.

			Supuestos más frecuentes de intromisión ilegítima

			Los supuestos en los que se vulnera el derecho a la propia imagen son diversos y con el auge de las tecnologías de la comunicación más aún. Entre los más frecuentes se pueden destacar:

			•Utilización de la voz, imagen o nombre de terceros para campañas publicitarias.

			•La captación de imágenes, grabación de videos y su posterior reproducción en las redes sociales o Webs sin autorización expresa.

			•Publicación de grabaciones de conversaciones privadas.

			

			Ejemplo intromisión ilegítima por finalidad publicitaria

			La sentencia del ١٦ de junio de ٢٠٢٢ del Tribunal Supremo determinó la intromisión ilegítima en el derecho de propia imagen por su uso para fines comerciales. Por tal motivo, corresponde a los culpables hacer frente a una indemnización de ٢٠.٠٠٠ euros.

			En este caso los organizadores de un festival utilizaron la imagen y nombre de un artista, ya fallecido, con el argumento de hacer un homenaje. Los hijos no habían otorgado su consentimiento.

			Excepciones

			Las excepciones previstas a la vulneración de este derecho se vinculan con hechos o personajes públicos. De este modo no se interpretará una intromisión al derecho a la propia imagen cuando:

			1.Sean personas públicas y se encuentren en un acto de esta naturaleza o en lugares abiertos al público.

			2.Las caricaturas que se realizan son de uso social.

			3.	Existe un suceso público y la imagen aparece en las publicaciones de forma accesoria.

			¿Qué reclamar?

			Los damnificados que hayan visto vulnerado su derecho a la propia imagen pueden reclamar que se tomen medidas para:

			•Poner fin a las acciones que generan la afectación y restablecer a la situación anterior con el ejercicio pleno del derecho. En algunos casos, se exige además la publicación de la sentencia con el mismo alcance que tuvo la infracción.

			•Prevenir futuras intromisiones al derecho a la propia imagen.

			•Percibir una indemnización por daños y perjuicios. Se prevé además la reclamación por daños materiales emergentes y lucro cesante.

			•Apropiar todos los beneficios obtenidos con la intromisión del derecho a la propia imagen.

			Dos vertientes del derecho a la propia imagen

			Las leyes y la jurisprudencia diferencian entre dos vertientes del derecho a la propia imagen. El constitucional y el patrimonial.

			1.La vertiente constitucional se basa en el artículo 18.1 de la Constitución Española, en la que se hace referencia además a la intimidad y el honor de las personas. Para que se concurra en una intromisión ilegítima es necesario que se ocasione una lesión a la moral o la dignidad del afectado.

			

			2.La vertiente patrimonial, cada vez más afianzada y establecida en la Ley Orgánica de 1/1982 se vincula a la naturaleza económica de los hechos.

			Cesión del derecho a la propia imagen

			La cesión de uso de la imagen no significa renunciar al derecho, sino que es una autorización que se otorga de manera específica. La normativa exige una manifestación expresa para esta cesión y lo ideal es que se deje constancia en ella la siguiente información.

			•El alcance de la autorización. Es importante especificar de manera clara cuáles son los fines para los cuáles se cede el derecho sin dejar abierto a generalidades.

			•Los materiales y soportes que se van a utilizar para la captación, difusión o publicación de la imagen.

			•El plazo en el que tendrá validez la autorización o el proyecto específico para el que se otorga.

			Consentimiento tácito

			Cuando se trate de una explotación patrimonial de la imagen, siempre será necesaria una cesión expresa.

			El Tribunal Supremo ha dado lugar al consentimiento tácito en un supuesto en que la persona posa para la toma de una fotografía. Esto significa, que aun cuando no exista una manifestación precisa y expresa, no incurre en intromisión al derecho de imagen propia si se demuestra que hay una actitud tácita de consentimiento.

			Conclusión

			El derecho a la propia imagen es personalísimo, inalienable, imprescriptible e irrenunciable. Tiene una vertiente constitucional basada en la dignidad de las personas, y otra patrimonial que se relaciona de manera directa con el carácter económico de los actos.

			La regulación está dada por la Constitución Española y la Ley Orgánica ١/١٩٨٢. Además, existen una gran variedad de sentencias que sientan los antecedentes jurídicos para establecer la intromisión ilegítima del derecho de la propia imagen.

			Una persona afectada puede exigir la responsabilidad jurídica con diferentes acciones como el pago de una indemnización por daños y perjuicios, la prevención de futuras intromisiones, el restablecimiento a la situación anterior y la apropiación del lucro que haya obtenido el acusado.

			

			INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO

			La inviolabilidad del domicilio es un derecho fundamental del que gozan todas las personas. Gracias a él no se permite que nadie pueda entrar o registrar el domicilio sin consentimiento del titular o resolución judicial, siempre y cuando no se hubiera cometido en él un delito flagrante.

			¿Quiénes son titulares del derecho a la inviolabilidad del domicilio?

			Toda persona físicagoza del derecho a la inviolabilidad de domicilio. La razón que lo justifica radica en el derecho a la dignidad, que se vincula a su vez al derecho que tiene todo individuo a habitar en una vivienda.

			Las personas jurídicas también son titulares del bien jurídico protegido por el artículo ١٨.٢ de la Constitución. No obstante, la protección del domicilio de las personas jurídicas es más reducida que para las personas físicas, ya que las primeras carecen del vínculo que tienen las personas físicas con el derecho de dignidad.

			Así, el artículo ١٨.٢ se extiende para las personas jurídicas solo en los espacios que sean indispensables para el desarrollo de su actividad. De lo contrario, el asunto habría de enmarcarse en un caso de allanamiento de morada, tal y como se dice en el artículo ٢٠٣.٣ del Código Penal:

			Será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, el que con violencia o intimidación entrare o se mantuviere contra la voluntad de su titular en el domicilio de una persona jurídica pública o privada, despacho profesional u oficina, o en establecimiento mercantil o local abierto al público. (Artículo ٢٠٣.٣ del Código Penal)

			¿Cuándo se vulnera la inviolabilidad del domicilio?

			La vulneración de este derecho se produce con independencia de que, en el momento de la entrada, se encuentre el titular del derecho dentro o fuera de su domicilio.

			Lo que sí resulta imprescindible es que la morada sea ajena (un cohabitante podrá vulnerar el derecho a la intimidad de los demás, pero no la inviolabilidad del domicilio).

			No podrán alegarse lazos de parentesco o la propiedad sobre el inmueble –en contra de lo estipulado en algunos contratos de arrendamiento– para justificar la intromisión.

			¿Cómo se protege el derecho de inviolabilidad del domicilio?

			La garantía judicial (la preceptiva intervención de la autoridad judicial) aparece así, como el principal mecanismo de protección del derecho, un mecanismo preventivo destinado a proteger el derecho y no a reparar su violación.

			

			Mediante la correspondiente resolución, el juez, antes de autorizar cualquier entrada o registro, efectúa una ponderación previa para decidir, en caso de colisión, si debe prevalecer este derecho fundamental o alguno de los derechos o intereses constitucionalmente protegidos con los que entra en conflicto.

			Ciertamente, aunque en el pasado se vinculase con la garantía de la libertad personal, hay una estrecha relación entre la inviolabilidad de domicilio y el derecho a la intimidad consagrado en art. ١٨.١. Como muy bien señaló la STC ٢٢/١٩٨٤, “el domicilio inviolable es un espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima».

			La invasión de la intimidad se presume: el titular del derecho no tiene que acreditar que el ataque ha provocado una lesión efectiva de su intimidad.

			La inviolabilidad de domicilio garantiza pues esa esfera íntima de privacidad personal y familiar (dentro del espacio limitado que la propia persona escoge), frente a toda clase de invasiones o agresiones de otras personas o de la autoridad pública no consentidas por el titular del derecho, incluidas las realizadas mediante aparatos mecánicos o electrónicos.

			La protección constitucional del domicilio tiene pues un carácter instrumental.

			¿Qué se entiende por «domicilio» en sentido constitucional?

			A efectos del art. ١٨.٢ CE, se podría definir el domicilio como un espacio apto para desarrollar en él vida privada (destinado específicamente a disfrutar de esa vida privada, aunque sea de modo eventual, no permanente).

			Esta noción no coincide con el concepto civil, penal, tributario o jurídico-administrativo de domicilio, como punto de localización de la persona, porque no comprende solo la morada habitual sino también los trasteros y garajes anexos (con acceso directo a la morada), la tienda de campaña, las roulottes, las habitaciones de una residencia militar e incluso la habitación de un hotel.

			En cambio, un bar, un local abierto al público, un almacén de mercancías, o las celdas de un centro penitenciario no son domicilio, en el sentido constitucional, y su registro no requiere, por tanto, la previa autorización judicial (STC ٨٩/٢٠٠٦).

			¿Cuál es el régimen constitucional y legal de entradas y registros domiciliarios?

			La entrada en un domicilio es simplemente la penetración en el mismo con independencia de cuál sea la finalidad que se persigue. El término penetración ha de entenderse en sentido lato: abarca tanto el ingreso físico como la captación visual o auditiva de los acontecimientos que tienen lugar dentro del domicilio.

			

			Registro es la indagación o búsqueda dentro del domicilio con el fin de hallar personas o cosas o averiguar datos que el titular del domicilio no quiere revelar (para lo cual la entrada es un trámite previo).

			Estas nociones son aplicables en los distintos sectores del ordenamiento: pensemos en la entrada y registro en lugar cerrado que regulan los artículos ٥٤٥ y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para fines de investigación criminal; o en las entradas para proceder a la ejecución forzosa de resoluciones judiciales (desahucio) o administrativas.

			El art. ١٨.٢ CE prevé tres supuestos en los que el derecho fundamental cede y procede la entrada o registro del domicilio:

			•La existencia de consentimiento por parte del titular.

			•La existencia de una resolución judicial motivada.

			•La comisión de un delito flagrante.

			A estos tres supuestos tasados hay que añadir otro no contemplado expresamente por la CE: el «estado de necesidad» como causa de justificación (se exonera de responsabilidad a quien actúa ante un peligro o riesgo inminente y sin previa resolución judicial para preservar así un derecho o un bien constitucionalmente protegido).

			El artículo ١٥.٢ de la Ley Orgánica sobre Protección de la Seguridad Ciudadana dice que «será causa legítima suficiente para la entrada en domicilio la necesidad de evitar daños inminentes y graves a las personas y a las cosas, en supuestos de catástrofe, calamidad, ruina inminente u otros semejantes de extrema y urgente necesidad».

			DERECHO AL OLVIDO

			El derecho al olvido es la facultad que asiste a una persona física de instar, en el entorno de Internet, a los responsables del tratamiento de datos personales para que supriman cualquier enlace o cualquier copia o réplica de éste sus propios datos personales.

			Si bien tiene un origen jurisprudencial, se encuentra plasmado en el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD) y en la Ley Orgánica ٣/٢٠١٨ de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales (LOPDGDD). No debe confundirse con el derecho de supresión.

			Toda persona tiene derecho a que los motores de búsqueda en Internet eliminen de las listas de resultados que se obtuvieran tras una búsqueda efectuada a partir de su nombre los enlaces publicados que contuvieran información relativa a esa persona cuando fuesen inadecuados, inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren devenido como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los fines para los que se recogieron o trataron, el tiempo transcurrido y la naturaleza e interés público de la información.

			

			Del mismo modo deberá procederse cuando las circunstancias personales que en su caso invocase el afectado evidenciasen la prevalencia de sus derechos sobre el mantenimiento de los enlaces por el servicio de búsqueda en Internet.

			Este derecho subsistirá aun cuando fuera lícita la conservación de la información publicada en el sitio web al que se dirigiera el enlace y no se procediese por la misma a su borrado previo o simultáneo.

			El ejercicio del derecho al que se refiere este artículo no impedirá el acceso a la información publicada en el sitio web a través de la utilización de otros criterios de búsqueda distintos del nombre de quien ejerciera el derecho. (Artículo ٩٣ de la LOPDGDD)

			La acción debe iniciarse frente a los responsables del tratamiento de datos, pero si incumplen, podrán recibir sanciones.

			Marco legal del derecho al olvido

			Las distintas resoluciones, sentencias y leyes que conforman el marco legal del derecho al olvido son:

			•Resoluciones de la Agencia Española de Protección de Datos.

			•Directiva Europea sobre Privacidad y las Comunicaciones Electrónicas, conocida como Directiva ePrivac y del año 2009 que obliga a solicitar el consentimiento del usuario para la activación de “cookies” o rastreadores en línea excepto los estrictamente necesarios para las funciones básicas de la página web.

			•Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Gran Sala) asunto C-131/12 del 13 de mayo de 2014, conocida como “Sentencia Google Spain”.

			•Sentencia del Tribunal Supremo N° 4132/2015 que declara a los buscadores y editores de páginas web, como responsables del tratamiento de datos personales.

			•Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016, General de Protección de Datos (RGPD). Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

			

			•La Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales (LOPDGDD), regula las nuevas obligaciones sobre el tratamiento de datos personales. Esta nueva ley trata de garantizar los derechos digitales de la ciudadanía por lo establecido en el artículo 18.4 de la Constitución Española.

			La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. (Artículo ١٨ de la Constitución Española)

			Características del derecho al olvido

			El derecho al olvido tiene las siguientes características:

			•Puede ejercerse ante los buscadores. En la práctica, a partir de la sentencia del Tribunal de Justica de la Unión Europea en el caso Google Spain, los motores de búsqueda son considerados responsables del tratamiento de datos personales. Entre otras cosas, porque son los que permiten la visualización y ubicación de la información que aparece en Internet.

			•También puede ejercerse ante los editores de páginas web.

			•Prevalece sobre el interés económico del buscador y el interés del público. Se debe a la necesidad de garantizar el derecho a la privacidad y carácter sensible de los datos personales.

			•Aparece cuando el nombre y apellido o apellidos de una persona están enlazados a publicaciones que contienen información personal.

			•No hay un plazo para su ejercicio. El usuario puede solicitar la anulación cuando tenga razones legítimas para hacerlo.

			Requisitos para el ejercicio del derecho al olvido

			Los criterios para aplicar el derecho al olvido se basan en la antigüedad de los datos o la falta de relevancia. Es decir, que se pueden eliminar resultados de búsquedas si la información que contienen es obsoleta o ya no tiene interés para el público.

			De esta forma, para que un usuario pueda reclamar el olvido de sus datos personales digitales se debe cumplir alguno de los siguientes requisitos:

			1.Que los datos personales ya no sean necesarios para el fin con el que fueron recogidos o tratados.

			2.El administrador de los datos ya no los necesite para la finalidad con la que fueron recogidos.

			

			3.Que el usuario retire su consentimiento para el uso de sus datos personales o se oponga a su procesamiento.

			4.Que la empresa no tenga un interés legítimo primordial sobre los datos.

			5.Se hayan recopilado de manera ilícita o sin el consentimiento del usuario.

			6.Que la información haya sido proporcionada por un niño.

			7.Que exista una obligación legal de borrar los datos.

			8.Ausencia de interés público en los datos.

			9.Contenido relacionado con menores de edad.

			10.Contenidos relacionados con antecedentes prescritos, exoneraciones y fallos absolutorios.

			Limitaciones al derecho al olvido

			El ejercicio del derecho al olvido está limitado de manera específica en el Reglamento General de Protección de Datos en los siguientes casos:

			•Ejercicio de la libertad de expresión e información.

			•Cumplimiento de una obligación legal que requiera el tratamiento de datos.

			•Por razones de interés público en el ámbito de la salud pública.

			•Con fines de archivo de interés público, investigación científica o histórica.

			•Para la defensa ante reclamaciones.

			Diferencias entre derecho al olvido y derecho de supresión

			Aunque muchas veces se utilizan como sinónimos e incluso se denomina el derecho al olvido como derecho de supresión digital, existen diferencias.

			Sin embargo, se los puede considerar complementarios, o ver al derecho de supresión como una parte del derecho al olvido.

			El derecho al olvido se encuentra expresamente regulado en los artículos ٩٣ y ٩٤ de la Ley Orgánica ٣/٢٠١٨, de ٥ de diciembre, diferenciándose del derecho de supresión regulado en el artículo ١٧ del Reglamento General de Protección de Datos. En cambio, el derecho de supresión consta en el Reglamento General de Protección de Datos, junto con otros derechos referidos al acceso, rectificación, limitación, oposición y portabilidad de los datos.

			Por otro lado, el derecho de supresión implica la eliminación de los datos personales de que se trate, del registro o instrumento en el que consten. En tanto, el derecho al olvido consiste en anular el enlace que relaciona un nombre con un registro o noticia.

			

			Es decir, que mediante el derecho de supresión se retiran los datos, mientras que en el derecho al olvido se impide la divulgación de datos personales a través de Internet.

			Procedimiento para el ejercicio del derecho al olvido

			El procedimiento para la retirada de resultados de búsqueda debe ser iniciado por el usuario ante el buscador o página web que contiene los enlaces o datos que se desean suprimir (“desindexación”).

			La mayoría de los buscadores cuentan con formularios para recibir dichas peticiones.

			De hecho, los motores de búsqueda y los editores de páginas web realizan diferente tratamiento de los datos, por eso en la mayoría de los casos el reclamo debe realizarse ante el motor de búsqueda.

			1.El usuario debe especificar claramente el enlace a qué dirección web (“URL”) desea que sea retirado, así como las razones por las que lo solicita.

			2.Se debe comprobar la identidad.

			3.Si la respuesta del buscador no es satisfactoria, el usuario puede interponer un reclamo ante la Agencia Española de Protección de Datos.

			4.Cuando la Agencia considera pertinente la petición, el incumplimiento por parte de la empresa puede ir desde ordenar el cumplimiento de la solicitud hasta multas administrativas de millones de euros.

			5.Si la Agencia desestima la reclamación, el usuario puede interponer recurso potestativo de reposición o acudir a la vía contencioso-administrativa, en los términos legalmente previstos. En caso de una nueva denegatoria, podrá iniciar la vía judicial mediante un recurso en lo contencioso-administrativo.

			ARTÍCULO 19.

			Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional. 

			Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

			
				
					
				
				
					
							
							El artículo 55 de la Constitución indica ciertos supuestos en los que los derechos establecidos en este artículo pueden ser suspendidos.

						
					

				
			

			

			ARTÍCULO 20.

			١. Se reconocen y protegen los derechos:

			a)A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.

			b)A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 

			c)A la libertad de cátedra.

			d)A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

			2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de  censura previa.

			3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

			٤. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.

			٥. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial.

			
				
					
				
				
					
							
							El artículo 55 de la Constitución indica ciertos supuestos en los que los derechos establecidos en los apartados 1 a) y d), y 5 de este artículo pueden ser suspendidos.

						
					

				
			

			ARTÍCULO 21.

			١. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará autorización previa.

			2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes.

			
				
					
				
				
					
							
							El artículo 55 de la Constitución indica ciertos supuestos en los que los derechos establecidos en este artículo pueden ser suspendidos.

						
					

				
			

			

			ARTÍCULO 22.

			١. Se reconoce el derecho de asociación.

			٢. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

			٣. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de publicidad.

			٤. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada.

			٥. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

			ARTÍCULO 23.

			١. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

			٢. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.

			ARTÍCULO 24.

			١. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

			٢. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.

			La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

			ARTÍCULO 25.

			١. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

			

			٢. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

			٣. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidia-riamente, impliquen privación de libertad.

			ARTÍCULO 26.

			Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones profesionales.

			ARTÍCULO 27.

			١. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

			٢. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

			٣. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

			٤. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

			٥. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

			٦. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.

			٧. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

			

			٨. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes.

			٩. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

			١٠. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

			ARTÍCULO 28.

			١. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato.

			٢. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.

			
				
					
				
				
					
							
							El artículo 55 de la Constitución indica ciertos supuestos en los que los derechos establecidos en el apartado 2 de este artículo pueden ser suspendidos.

						
					

				
			

			ARTÍCULO 29.

			١. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.

			٢. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

			SECCIÓN 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

			ARTÍCULO 30.

			١. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

			٢. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria.

			

			٣. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

			٤. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública.

			ARTÍCULO 31.

			١. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

			٢. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.

			٣. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

			ARTÍCULO 32.

			١. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

			٢. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

			ARTÍCULO 33.

			١. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

			٢. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

			٣. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

			ARTÍCULO 34.

			1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

			

			2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

			En el apartado tercero de este artículo se establece la posibilidad de privar de sus bienes y derechos a un propietario a través de una expropiación y a cambio de una indemnización.

			Objeto de expropiación

			El objeto es el bien o el derecho que puede ser expropiado tanto de forma parcial como total. En este sentido, podrá ser objeto de expropiación tanto los bienes inmuebles como otro tipo de bienes y derechos. En concreto, “puede ser objeto de expropiación forzosa cualquier forma de privación singular de la propiedad privada o de derechos o intereses patrimoniales legítimos”, según el artículo 1.1 de la LEF.

			Características de la expropiación

			La expropiación posee las siguientes cualidades:

			La principal característica es el carácter coactivo, ya que el individuo no ofrece su propiedad voluntariamente (el Estado lo reclama de forma unilateral).

			Las personas expropiadas suelen recibir una compensación económica en forma de indemnización.

			Los motivos de la expropiación pueden ser muy diversos: económicos, políticos, de interés social...

			Debe producirse conforme con lo dispuesto por las leyes del país, es decir, que no se realice a través del abuso de poder.

			¿Qué diferencia existe entre expropiación y confiscación?

			Es muy importante conocer la diferencia básica que existe entre el concepto de expropiación y confiscación.

			Ambos términos corresponden con los límites de actuación del Estado. Por un lado, la expropiación tiene que incluir una indemnización que suele equivaler al valor económico del objeto expropiado (la cuantía de esta indemnización se denomina justiprecio). Por otro lado, se encuentra el concepto de confiscación que se refiere a una sustracción de bienes sin ningún tipo de compensación a cambio.

			Por lo tanto, la diferencia entre ambos conceptos se concreta en el ámbito y en la forma de aplicación de cada uno, en concreto en la obligación o no de indemnizar a la persona expropiada.

			

			ARTÍCULO 35.

			1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

			2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

			ARTÍCULO 36.

			La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

			ARTÍCULO 37.

			1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

			2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

			
				
					
				
				
					
							
							El artículo 55 de la Constitución indica ciertos supuestos en los que los derechos establecidos en el apartado 2 de este artículo pueden ser suspendidos.

						
					

				
			

			ARTÍCULO 38.

			Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.

			

			CAPITULO TERCERO

			De los principios rectores de la política social y económica

			ARTÍCULO 39.

			1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

			٢. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.

			٣. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

			4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

			ARTÍCULO 40.

			1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

			2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

			ARTÍCULO 41.

			Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

			

			ARTÍCULO 42.

			El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

			ARTÍCULO 43.

			١. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

			2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

			3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo, facilitarán la adecuada utilización del ocio.

			ARTÍCULO 44.

			1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

			2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés general.

			ARTÍCULO 45.

			1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.

			2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

			3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

			ARTÍCULO 46.

			Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

			

			ARTÍCULO 47.

			Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

			ARTÍCULO 48.

			Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural.

			ARTÍCULO 49.

			Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.

			Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.

			Reforma del artículo 49 de la Constitución Española, de 15 de febrero de 2024.

			ARTÍCULO 50.

			Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas
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